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Ya van transcurridos casi 7 años desde que el artículo 48 de la Carta Política fue 
modificado a través del Acto Legislativo 01 de 2005, a fin de restringir derechos en 
materia pensional y en procura de la sostenibilidad del sistema y el equilibrio 
económico. 
 
Y para poder hablar del Acto Legislativo 01 de 2005 es necesario identificarlo y 
precisar cuál fue el mecanismo empleado por el Gobierno Nacional a fin de que la 
reforma saliera avante y tuviese la estabilidad jurídica suficiente para poder que se 
desarrollaran de manera eficiente las reformas adoptadas, y con la garantía 
normativa que permitiera que su aplicación se proteja y fuese adoptada en todo el 
territorio Colombiano. 
 
Así mismo, se intentó de manera clara establecer en que aspectos el Acto 
Legislativo 01 de 2005 modificó el panorama pensional, haciendo especial énfasis 
en el régimen de transición consagrado en el art. 36 de la Ley 100 de 1993, pues 
de su supresión se adolecen muchos colombianos que vieron como sus 
expectativas pensionales fueron constreñidas. 
 
Como parte primordial del análisis realizado al Acto Legislativo 01 de 2005 fue 
necesario establecer cuáles fueron los motivos expuestos por el Gobierno 




Todo lo anterior para poder determinar si era necesaria la adopción del Acto 
Legislativo 01 de 20051 por medio del cual se adicionó el art. 48 de la Carta 













EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
 
 
1.1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
 
El problema de investigación consiste en profundizar sobre los motivos que dieron 
paso al Acto Legislativo 01 de 2005 por medio del cual se adicionó el art. 48 de la 
Carta Política, en contraste con un deterioro en los beneficios pensionales de los 
Colombianos, pues de una primera vista al referido Acto legislativo se observa que 
éste deja sin efecto el régimen de transición de que trata el art. 36 de la Ley 100 
de 1993, al igual que condiciona los pactos3 y convenciones colectivas4, entre 
otros beneficios que se tenían en materia pensional, en procura de aliviar un déficit 
fiscal que afecta a Colombia. 
 
En un estado social de derecho en donde el derecho a la seguridad social se 
encuentra protegido por la Constitución Política, se tiene que con la 
implementación del referido Acto Legislativo 01 de 2005, se pone como motivo 
primordial la sostenibilidad financiera y con el fin de protegerla se opta por 
modificar el sistema pensional, que tantas reformas ha tenido a lo largo de la 
historia. 
 
Es por ello que se considera entonces pertinente determinar si era necesaria la 
adopción del Acto Legislativo 01 de 2005 por medio del cual se adicionó el art. 48 
de la Carta Política, a fin de procurar la sostenibilidad del sistema pensional. 
 
3aplicaciones.ceipa.edu.co/biblioteca/biblio_digital/virtualteca/cartillas/Cartilla_Derecho_colectivo_del_ 









Es necesario entonces hacer por lo menos un análisis relativo a la otra cara del 
Acto Legislativo 01 de 2005 y tratar de entender si con dicha reforma si se protegió 
la citada sostenibilidad financiera y poder brindar una óptica diferente frente a la 
problemática pensional que padece el país determinando la necesidad de adoptar 
mecanismos que permitan mantener un equilibrio entre los derechos de los 






1.3.1 OBJETIVO GENERAL 
 
Determinar si era necesaria la adopción del Acto Legislativo 01 de 2005 por medio 
del cual se adicionó el art. 48 de la Carta Política, a fin de procurar la 
sostenibilidad del sistema pensional. 
 
1.3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
• Identificar cual fue el mecanismo por medio del cual se adoptó el Acto 
Legislativo 01 de 2005. 
 
• Establecer la necesidad de que el artículo 48 de la Carta Política se hubiese 
modificado. 
 




• Revisar que temas cobijo y desarrolló el Acto Legislativo 01 de 2005. 
 
• Profundizar cual fue la incidencia del Acto Legislativo 01 de 2005 sobre el 
régimen de transición de que trata el art. 36 de la Ley 100 de 1993. 
 
• Exponer los motivos por los cuales el Gobierno Nacional vio la necesidad 
de impulsar una reforma constitucional. 
 
 
1.4. RESULTADOS ESPERADOS 
 
 
• Poder determinar si era necesaria la adopción del Acto Legislativo 01 de 
2005 por medio del cual se adicionó el art. 48 de la Carta Política, a fin de procurar 
la sostenibilidad del sistema pensional. 
 
• Hacer un análisis sobre los elementos que conformaron la adopción del 
Acto Legislativo 01 de 2005. 
 













1.5. MARCO REFERENCIAL 
 
1.5.1 MARCO TEÓRICO 
 
 
Con la modificación que se le realizó al art. 48 de la Constitución Política de 
Colombia a través del Acto Legislativo 01 de 2004, se modificó el sistema 
pensional en aras de garantizar los derechos que se desprenden de la seguridad 
social y la sostenibilidad financiera del mismo sistema, el cual presenta aún en la 
actualidad un déficit económico asumido por la Nación y por el cual el Estado tiene 
comprometido gran parte del presupuesto nacional5, aunado a ello los diferentes 
regímenes pensionales que existían antes de la Ley 100 de 1993, al igual que los 
beneficios convencionales, los cuales permitían percibir pensiones anticipadas de 
vejez y jubilación, desproporcionadas a la realidad social y al aporte real de 
cotización efectuado, generándole al sistema una carga pensional insostenible. 
 
El Acto Legislativo 01 de 2005 comprometió entonces derechos pensionales que 
se venían reconociendo tales como la mesada 14, el régimen de transición, los 
beneficios convencionales originados de convenciones y pactos, un tope máximo 
a la mesada pensional, la desaparición de los regímenes especiales y 
exceptuados, siendo esta norma como lo indicó la Corte Suprema de Justicia,  
 
“…Una norma de tanta trascendencia jurídica y social, 
desafortunadamente, no exhibe la claridad deseable, en el horizonte 
de la inteligencia fácil de su texto, de la comprensión acorde con su 
finalidad, lo que, de contragolpe, evitaría interpretaciones dispares, 
que flaco servicio prestan a la seguridad jurídica del país. Faltó, en 
realidad, la adecuada precisión, el tratamiento coherente y armónico 
y el rigor del lenguaje…”6 
 
5
 $24.984 billones de pesos, Presupuesto General de la Nación 2012, Comunicado de prensa No. 31, 29 de 
julio de 2011, Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
6
 M.P. Gustavo José Gnecno Mendoza, radicado 29907, 3 de abril de 2008.  


Denótese que el Acto Legislativo 01 de 2005 tocó de manera sustancial y formal el 
sistema pensional en Colombia y es por ello que su aplicación está creando 
traumatismos y sinsabores, solo justificables con el argumento de preservar la 
sostenibilidad pensional y equilibrio económico. Y es allí donde lo que se busca es 
determinar si era necesaria su adopción. 
 
 
1.5.2. ESTADO DEL ARTE 
 
 
A fin de profundizar dentro del objeto de estudio se procedió a revisar en la 
biblioteca y el centro de investigación de la Universidad Libre Seccional Pereira, 
los diferentes proyectos realizados encontrando los siguientes: 
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1.5.3 MARCO JURÍDICO 
 
 
Como marcó jurídico indiscutible se torna estudiar el Art. 48 de la Constitución 
Política de Colombia el cual fue modificado por el Acto Legislativo 01 de 2005, en 




Paralelamente se debe enunciar, la Ley 100 de 1993 por la cual se crea el sistema 
de seguridad social integral, especialmente su artículo 36 el cual hace referencia 
al régimen de transición7. 
La Ley 5 de 1992, por la cual se expide el Reglamento del Congreso; el Senado y 
la Cámara de Representantes, especialmente sus artículos 221 y ss, los cuales 
hacen referencia al procedimiento para tramitar un Acto Legislativo. 
 
La Constitución Política de Colombia en lo referente a la reforma de la 
constitución, titulo XIII art 374 y ss. 
 
Las Leyes 33 de 1985, 71 de 1988, Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 
758 del mismo año, Ley 100 de 1993 y la Ley 797 de 2003, todas estas en 
relación con las normas que se aplicaban a fin de reconocerse pensiones de 
jubilación o vejez, cuando se es beneficiario del régimen de transición. 
 
 
1.6. ESTRATEGIA METODOLOGICA 
 
1.6.1. TIPO DE ESTUDIO 
 
 
El presente trabajo de grado pretende enfocar el proceso de investigación como 
una investigación jurídica documental, que es aquella que depende 
fundamentalmente de la información recogida en documentos, entendiendo por 
estos todo aquel material de índole permanente, esto es que se puede acudir 
como fuente o referencia en cualquier momento o lugar, sin que altere su 
naturaleza o sentido, para que aporte información o rinda cuentas de una realidad 






Las fuentes documentales para la presente investigación serán: la ley, la 
jurisprudencia, libros, tratados, bases de datos, internet y otros de índole 
electrónico, etc. cuyo objeto de conocimiento es la norma jurídica, la jurisprudencia 
y la doctrina jurídica, relacionadas con el tema de estudio específico, esto es, 
Determinar si era necesaria la adopción del Acto Legislativo 01 de 2005 por medio 
del cual se adicionó el art. 48 de la Carta Política, a fin de procurar la 
sostenibilidad del sistema pensional, investigando los problemas que suscita la 
interpretación y aplicación de la norma general a los casos particulares, sus 
contradicciones, deficiencias y omisiones, incluyendo los diversos métodos de 
interpretación y aplicación de las normas existentes. 
 
Este enfoque de la investigación pretende hallar contradicciones, deficiencias, 
omisiones entre las normas o el sistema jurídico, en la jurisprudencia, entendida 
como la doctrina de los jueces, elaborada con base en la solución de casos 
concretos y en la doctrina como tal, entendida como los estudios técnicos y teorías 
de los especialistas en esta rama del derecho. 
 
Los resultados de esta investigación jurídica documental, conducirán a la 
elaboración de hipótesis o soluciones anticipadas a dichos problemas y la 
demostración o refutación de dichas hipótesis, y previo el proceso de 
investigación, implican soluciones, teorías o guías, que sirvan como sustento de 
unificación, desarrollo y perfeccionamiento de la jurisprudencia y la doctrina con la 
norma jurídica positiva. 
 
Si bien es cierto, la investigación jurídica documental tiene como objeto particular 
las normas o el sistema jurídico, no puede sustraerse ni aislarse de la realidad 
social y nacional, ni del mundo económico, político, histórico del derecho que los 


condicionan, por ello se abordará con un espíritu crítico y reflexivo, teniendo claro 
cuál es el fin propuesto.8 
 
La investigación jurídica documental estudia la aplicación de técnicas de 
documentación científica a la información jurídica (legislación, jurisprudencia y 
doctrina). 
 
Azúa Reyes divide el proceso de investigación jurídica documental en cuatro 
etapas: 
 
“1. Aporética: Incluye el planteamiento del problema, la elección del tema y la 
formulación de hipótesis. 
 
2. Heurística: Comprende la búsqueda de información en las bibliotecas, 
hemerotecas, centros de información legislativa y jurisprudencial; y las técnicas 
para la recopilación de dicha información: fichas bibliográficas, fichas de trabajo. 
 
3. Construcción: Implica la organización del material de trabajo, la elaboración del 
plan de trabajo y orden de exposición. 
 
4. Parte formal: Abarca la redacción y todos los aspectos relativos a ella: el 
aparato documental (notas a pie de página, abreviaturas y latinismos, requisitos de 








 Guía para la Elaboración de Proyectos de Investigación, tercera edición, reimpresión Julio de 2011, 
Universidad Libre Facultad de Derecho Centro de Investigaciones Socio Jurídicas 

1.6.2. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
 
Atendiendo las especiales condiciones del proyecto es necesario definir que el 
método de investigación que se ajusta a las particularidades del caso es el 
método deductivo, habida cuenta del propósito de adquirir un conocimiento 
general para solucionar una problemática surgida de hechos particulares, en este 
caso determinar si era necesaria la adopción del Acto Legislativo 01 de 2005 por 
medio del cual se adicionó el art. 48 de la Carta Política, a fin de procurar la 
sostenibilidad del sistema pensional, teniendo como fuente la norma y los 
diferentes conceptos emitidos por tratadistas y la jurisprudencia. 
 
La inducción va unida a la deducción inseparablemente en el proceso de 
conocimiento y las dos constituyen dos momentos del conocimiento de la 
realidad.9 
 
Por tanto, la solución que se pretende frente al problema objeto de estudio se 
cristalizará a través de actividades propositivas que además de encaminar la 
investigación hacia una solución, ofrecerán la información necesaria para su 
ejecución, esto, partiendo del diagnóstico que permitió la delimitación del problema 
y, que en realidad, afecta a la población delimitada en la formulación del proceso 
investigativo. 
 
Ahora, el conocimiento que es necesario que se genere en la investigación será 
de tipo incremental en consideración a que se hará una explotación del 
conocimiento existente, es decir, los diferentes conceptos y criterios dados una 
vez se modificó el art. 48 de la Carta Política de Colombia en razón del Acto 
Legislativo 01 de 2005; valga entonces aclarar que no se trata de la generación de 
 
9
 Guía para la Elaboración de Proyectos de Investigación, tercera edición, reimpresión Julio de 2011, 
Universidad Libre Facultad de Derecho Centro de Investigaciones Socio Jurídicas. 

conocimiento sino de la aplicación inteligente del existente en procura de una 
ventaja que rápidamente será de conocimiento público y susceptible de ser 
controvertida.  
 
Contextualizando, en la aplicación del método de investigación inductivo debe 
advertirse que en él confluyen la observación, la lógica, el análisis, la síntesis y la 
deducción, de tal forma que se realiza un acercamiento del objeto de estudio en su 
estado inicial procurando la generación del conocimiento necesario para lograr la 
transformación de la situación identificada como problema, proceso en el cual 
cobra vital importancia el trabajo investigativo que se fundamenta en la 
documentación a través de la cual se asegura la calidad del resultado buscado. 
 
 




Para alcanzar los objetivos trazados en el desarrollo de la presente investigación 
se advienen como principales fuentes de información, las siguientes: 
 
Las normas, jurisprudencia, doctrina, textos, libros, tesis y documentos 
escritos entre los que se encuentran la Constitución Política de Colombia, las 
leyes que rigen el Sistema de Seguridad Social en Pensiones y la doctrina. 
 
Resulta inobjetable la necesidad de proveer el proceso investigativo de datos 
veraces y confiables, de allí la importancia de definir los instrumentos por medio 
de los cuales el investigador recolectará los datos necesarios para identificar las 
tendencias que la situación puesta bajo estudio marca; en tal sentido y, en 
consideración a las características distintivas de esta investigación las fuentes 
documentales para la presente investigación serán: la ley, la jurisprudencia, libros, 

tratados, bases de datos, internet y otros de índole electrónico, etc. cuyo objeto de 
conocimiento es la norma jurídica, la jurisprudencia y la doctrina jurídica, 










¿QUÉ ES UN ACTO LEGISLATIVO Y CUÁL ES SU TRÁMITE? 
 
 
Antes de empezar el análisis sobre el tema objeto de estudio, es necesario 
determinar qué es un acto legislativo y el porqué fue necesario este mecanismo 
para poder modificar el art. 48 de la Constitución Política. 
 
Un acto legislativo es una norma expedida por el Congreso de la República la cual 
tiene por objeto modificar, reformar, adicionar o derogar los textos 
constitucionales, esta definición conforme lo regula la Ley 5 de 199210, más 
puntualmente en su artículo 221. 
 
“ARTÍCULO 221. ACTO LEGISLATIVO. Las normas expedidas por el 
Congreso que tengan por objeto modificar, reformar, adicionar o 
derogar los textos constitucionales, se denominan Actos Legislativos, 
y deberán cumplir el trámite señalado en la Constitución y en este 
Reglamento.” 
 
A su vez los artículos 222 y ss, regulan el procedimiento y las pautas para la 
expedición de un acto legislativo: 
 
“ARTÍCULO 222. PRESENTACIÓN DE PROYECTOS. Los proyectos de acto 
legislativo podrán presentarse en la Secretaría General de las Cámaras o en sus 
plenarias. 
 







1. El Gobierno Nacional. 
2. Diez (10) miembros del Congreso 
3. Un número de ciudadanos igual o superior al cinco por ciento (5%) del censo 
electoral existente en la fecha respectiva. 
4. Un veinte (20%) por ciento de los Concejales del país. 
5. Un veinte (20%) por ciento de los Diputados del país. 
 
ARTÍCULO 224. PERIODOS ORDINARIOS SUCESIVOS. El trámite de un 
proyecto de acto legislativo tendrá lugar en dos (2) períodos ordinarios y 
consecutivos. 
 
Dos períodos ordinarios de sesiones comprenden una legislatura, a saber: el 
primero, que comienza el 20 de julio y termina el 16 de diciembre; y el segundo, 
desde el 16 de marzo hasta el 20 de junio. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. El primer período bajo la vigencia de la nueva 
Constitución, inició el 1o. de diciembre y concluyó el día 20 siguiente de 1991; y el 
segundo, del 14 de enero al 26 de junio de 1992. 
 
ARTÍCULO 225. TRÁMITE DE APROBACIÓN. “Modificado por el artículo 7. de la 
Ley 186 de 1995. El nuevo texto es el siguiente:” El proyecto de acto legislativo 
debe ser aprobado en cada una de las Cámaras por la mayoría simple, en la 
primera vuelta; publicado por el Gobierno, requerirá de la mayoría absoluta en la 
segunda vuelta. Ambos períodos no necesariamente deben coincidir en la misma 
legislatura. 
 
ARTÍCULO 226. MATERIAS QUE PUEDEN DEBATIRSE. En la segunda "vuelta" 
sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en la primera. Las negadas en este 
período, no podrán ser consideradas nuevamente. 

El cambio o modificación del contenido de las disposiciones, en la segunda 
"vuelta", siempre que no altere la esencia de lo aprobado inicialmente sobre la 
institución política que se reforma, podrá ser considerada y debatida.” 
 
Obsérvese que al ser la Constitución Política de Colombia norma de normas, su 
modificación tiene un trámite especial, y solo puede ser reformada conforme lo 
indica su art. 374,  por el Congreso, por una Asamblea Constituyente o por el 
pueblo mediante referendo, y mediante el procedimiento especial ya enunciado. 
 
En el caso del Acto legislativo 01 de 2005, fue el Congreso de la República y por 
proyecto que propuso el Gobierno Nacional, a través de las facultades 
consagradas en la Constitución y en uso de esa facultad constituyente deriva, que 
modificó la constitución, siendo entonces responsabilidad de esa Entidad que 
dicho acto legislativo se haya ajustado a las necesidades sociales y en pro del 
beneficio del pueblo. 
 
Ahora teniendo en cuenta que con el Acto Legislativo se modificó el artículo 48 de 
la Carta Política y este puntualmente hace relación expresa a la “seguridad social” 
es entonces a través de ese mecanismo especial que se hizo necesario poder 
integrar las reformas necesarias a fin de procurar la sostenibilidad financiera, pues 
se tenía que buscar que el sistema pensional no se vuelva insostenible. 
 
Al respecto y sobre los fenómenos que hicieron necesaria la presente reforma, el 
autor Julio César Carrillo Guarín indicó: “…Ante esta exigencia, la necesidad de 
incluir en la Constitución, de manera exótica y desesperada, temas puntuales en 
materia pensional sólo puede tener explicación de contexto histórico por causa de 
fenómenos como los siguientes: 
 
• La dramática situación en materia de financiación del pasivo pensional que 
pone en serio riesgo la sostenibilidad del Sistema General de Pensiones. 

• La frustrada reforma pensional contenida en uno de los puntos del 
referendo sometido a consideración de los colombianos en el año 2003, 
con base en la aprobación que impartiera el Congreso mediante la Ley 
796. 
• El temor a las decisiones que la Corte Constitucional ha declarado 
inexequibles, es decir, violatorias de la Constitución Política, disposiciones 
legales importantes relacionadas con la intención de hacer por vía legal un 
ajuste al sistema pensional, para atenuar el riesgo de colapso total en 
pudiera colocarse el sistema, de acuerdo con las dramáticas tendencias 
actuales…”11 
 
Es por ello entonces que era mediante un Acto Legislativo el mecanismo que se 
necesitaba para poder adicionar el art. 48 de la Carta Política pues teniendo en 
cuenta los temas tan delicados y que en materia pensional trata, había que darle 
todas las garantías necesarias y la solemnidad que un proceso reformatorio de la 
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¿DE QUÉ TRATA EL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005? 
 
 
El Gobierno Nacional al presentar el proyecto de Acto Legislativo, indicó lo 
siguiente12: 
 
“PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NUMERO 34 DE 2004 
CAMARA 
por el cual se adiciona el artículo 48 de la Constitución Política. 
 
Artículo 1º Se adicionan los siguientes incisos y parágrafo al artículo 
48 de la Constitución Política: 
 
Con el fin de garantizar los derechos a las generaciones presentes y 
futuras deberá procurarse la sostenibilidad financiera del Sistema de 
Seguridad Social. 
 
Los requisitos y beneficios pensionales para todas las personas, 
serán los establecidos en la ley del Sistema General de Pensiones. 
No podrá dictarse disposición alguna o invocarse acuerdos de 
ninguna naturaleza, para apartarse de lo allí establecido. 
 
Para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la 
edad, el tiempo de cotización y las demás condiciones que señale la 
ley. Salvo lo dispuesto en el parágrafo transitorio, no habrá 
regímenes pensionales especiales ni exceptuados, con excepción del 
aplicable a la fuerza pública, ni pensiones obligatorias  superiores a 
25 salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la 
entrada en vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir 
más de trece (13) mesadas pensionales al año. 
 
El mínimo vital para fines de pensión será equivalente al salario 




 Texto extraído de la Gaceta del Congreso No. 385, del viernes 23 de julio de 2004. 

Parágrafo transitorio. Las reglas especiales en materia pensional 
incluidas en pactos, convenciones colectivas de trabajo o acuerdos 
válidamente celebrados, que estén rigiendo al entrar en vigencia el 
presente acto legislativo, se mantendrán por el término inicialmente 
convenido del pacto, convención o acuerdo y en todo caso perderán 
vigencia el 31 de diciembre del año 2007. La vigencia de los 
regímenes pensionales especiales o exceptuados expirará el 31 de 
diciembre del año 2007. No obstante lo anterior, el régimen especial 
del Presidente de la República expirará a partir de la vigencia del 
presente Acto Legislativo.  
 
En todo caso se respetarán los derechos legalmente adquiridos. 
 
Artículo 2º. El presente Acto Legislativo rige a partir de la fecha de su 
publicación. 
 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Alberto Carrasquilla Barrera. 
 
El Ministro de la Protección Social. 
Diego Palacio Betancourt.” 
 
Una vez aprobado el Acto Legislativo 01 de 2005 por medio del cual se adicionó el 
art. 48 de la Constitución Política, este introdujo 9 incisos más, 2 parágrafos y 6 
parágrafos transitorios, todos estos encaminados a fortalecer el sistema 
económico y a intentar preservar la sostenibilidad del sistema, según el Gobierno 
Nacional, dicho artículo quedó de la siguiente manera13: 
 
“ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio 
que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a 
los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que 
establezca la Ley. 
 






El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 
cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios 
en la forma que determine la Ley. 
 
La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 
conformidad con la ley. 
 
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad 
Social para fines diferentes a ella. 
 
La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones 
mantengan su poder adquisitivo constante. 
 
“Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente: El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del 
Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y 
asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. 
Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en 
vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de 
lo establecido en ellas. 
 
“Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente”: Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a 
pensiones ordenados de acuerdo con la ley, por ningún motivo podrá dejarse de 
pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada de las pensiones reconocidas 
conforme a derecho. 
 
“Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente:” Para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con 
la edad, el tiempo de servicio, las semanas de cotización o el capital necesario, así 

como las demás condiciones que señala la ley, sin perjuicio de lo dispuesto para 
las pensiones de invalidez y sobrevivencia. Los requisitos y beneficios para 
adquirir el derecho a una pensión de invalidez o de sobrevivencia serán los 
establecidos por las leyes del Sistema General de Pensiones. 
 
Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente: En materia pensional se respetarán todos los derechos adquiridos. 
 
<Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente:> Los requisitos y beneficios pensionales para todas las personas, 
incluidos los de pensión de vejez por actividades de alto riesgo, serán los 
establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones. No podrá dictarse 
disposición o invocarse acuerdo alguno para apartarse de lo allí establecido. 
 
<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente:> Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta 
los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones. 
Ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente. Sin 
embargo, la ley podrá determinar los casos en que se puedan conceder beneficios 
económicos periódicos inferiores al salario mínimo, a personas de escasos 
recursos que no cumplan con las condiciones requeridas para tener derecho a una 
pensión14.  
 
<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente:> A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá 
regímenes especiales ni exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la fuerza 




 La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-178-07, mediante Sentencia C-292-
07 de 25 de abril de 2007, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil. 'que declaró exequible el inciso 
sexto del artículo 1º del Acto legislativo 01 de 2005, por le cargo de violación del principio de consecutividad' 

<Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente:> Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la 
vigencia del presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) 
mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se 
cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aún cuando no se hubiese 
efectuado el reconocimiento. Inciso declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-277-07 de 18 de abril de 2007, Magistrado Ponente Dr. 
Humberto Antonio Sierra Porto. 
 
<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 
es el siguiente:> La ley establecerá un procedimiento breve para la revisión de las 
pensiones reconocidas con abuso del derecho o sin el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la ley o en las convenciones y laudos arbitrales 
válidamente celebrados. Inciso declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-181-06 de 8 de marzo de 2006, Magistrado Ponente 
Dr. Alfredo Beltrán Sierra. 
 
PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> A partir del 31 de julio de 2010, no podrán 
causarse pensiones superiores a veinticinco (25) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, con cargo a recursos de naturaleza pública15.  
 
PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia del presente Acto 
Legislativo no podrán establecerse en pactos, convenciones colectivas de trabajo, 
laudos o acto jurídico alguno, condiciones pensionales diferentes a las 




 Parágrafo declarado EXEQUIBLE, por el cargo de vulneración al principio de unidad de materia, por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-216-07 de 21 de marzo de 2007, Magistrado Ponente Dr. Manuel 
José Cepeda Espinosa. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 
Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> El régimen pensional de los 
docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público 
educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales 
vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo 
preceptuado en el artículo 81de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se 
vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima 
media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los 
términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 3o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 
Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> Las reglas de carácter 
pensional que rigen a la fecha de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en 
pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente 
celebrados, se mantendrán por el término inicialmente estipulado. En los pactos, 
convenciones o laudos que se suscriban entre la vigencia de este Acto Legislativo 
y el 31 de julio de 2010, no podrán estipularse condiciones pensionales más 
favorables que las que se encuentren actualmente vigentes. En todo caso 
perderán vigencia el 31 de julio de 2010. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 4o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 
Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> El régimen de transición 
establecido en la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho 
régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de julio de 2010; excepto para los 
trabajadores que estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas al menos 
750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del 




Los requisitos y beneficios pensionales para las personas cobijadas por este 
régimen serán los exigidos por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás 
normas que desarrollen dicho régimen16.  
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 5o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 
Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> De conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 140 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2090 de 2003, a 
partir de la entrada en vigencia de este último decreto, a los miembros del cuerpo 
de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional se les aplicará el 
régimen de alto riesgo contemplado en el mismo. A quienes ingresaron con 
anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen hasta ese entonces vigente para 
dichas personas por razón de los riesgos de su labor, este es el dispuesto para el 
efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto las cotizaciones 
correspondientes. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 6o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1del Acto 
Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> Se exceptúan de lo 
establecido por el inciso 8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban 
una pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 
catorce (14) mesadas pensionales al año. 
 
Acto Legislativo 1 de 2005 declarado EXEQUIBLE, en relación con los cargos 
analizados atinentes a vicios de procedimiento en su formación, por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-178-07 de 14 de marzo de 2007, Magistrado 
Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. Fallo inhibitorio respecto al cargo por 




 Parágrafo Transitorio 4o. declarado EXEQUIBLE, solo por los cargos analizados, por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-337-06 de 3 de mayo de 2006, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés 
Vargas Hernández. 

3.1. QUE TEMAS COBIJÓ EL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005 
 
 
Cuando se habla del Acto Legislativo 01 de 2005, lo primero que se piensa es 
sobre una disminución de los derechos sociales de los Colombianos, pues de 
entrada se están restringiendo derechos tales como los de asociación, derechos 
pensionales (respecto de beneficios convencionales y frente al régimen de 
transición de que trata el art. 36 de la Ley 100 de 1993). 
 
Y es por ello que al hablar del Acto Legislativo se hace necesario mencionar unos 
aspectos relevantes y que a continuación de se exponen: 
 
PRIMERO: la sostenibilidad financiera, la cual conforme al primer inciso 
adicionado se convierte en un principio constitucional, limitando cualquier futura 
reforma al sistema pensional a preservar dicha sostenibilidad, esto es el equilibrio 
económico. 
 
SEGUNDO: los regímenes especiales y exceptuados, los cuales son eliminados 
del ordenamiento jurídico, a excepción del aplicable a la fuerza pública y al 
Presidente de la República; al igual que pone limite al régimen de transición hasta 
el 31 de julio de 2010, con excepción de los trabajadores que están en dicho 
régimen y además tengan cotizados al menos 750 semanas o su equivalente en 
tiempo de servicios a la entrada en vigencia el acto legislativo (29 de julio de 
2005), a quienes se les mantendrá dicho régimen hasta el año 2014. 
 
TERCERO: regulo el tope de las pensiones y las limitó a veinticinco (25) 
S.M.M.L.V., disposición que debe revisarle en relación con lo dispuesto en el 
inciso 3º del art. 18 de la Ley 100 de 1993, “…El límite de la base de cotización 
será de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes para 
trabajadores del sector público y privado. Cuando se devenguen mensualmente 

más de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes la base de 
cotización será reglamentada por el gobierno nacional y podrá ser hasta de 45 
salarios mínimos legales mensuales para garantizar pensiones hasta de 
veinticinco (25) salarios mínimos legales…”17 
 
CUARTO: el Acto Legislativo pregona el respeto a los derechos adquiridos en 
materia pensional, al respecto y sobre qué es un derecho adquirido una definición 
ajustada puede ser, “…se considera que hay derecho adquirido cuando en cabeza 
del titular del derecho subjetivo que consagra una norma jurídica se cumplen las 
hipótesis o condiciones que dicha norma establece y, por lo tanto, se entiende que 
ha ingresado al patrimonio de dicho titular la facultad que se deriva del derecho 
que la norma consagra, de suerte que las normas posteriores que modificaren o 
suprimieren tales condiciones no pueden enervar o eliminar lo que la persona ya 
adquirió en forma legal, bajo la vigencia de norma anterior…”18, con lo anterior se 
puede establecer que al proponerse el acto legislativo se procuró salvaguardar 
dichos derechos siempre y cuando los mismos ya estén en el patrimonio de la 
persona. 
 
Otra situación es cuando se habla de meras expectativas y es “…cuando una 
persona no ha cumplido aún las condiciones o hipótesis que la norma contiene, 
pero espera llegar a adquirirlas algún día, se configura la mera expectativa, es 
decir que aún no ha ingresado a su patrimonio el derecho y solamente guarda la 
esperanza de que en un futuro, lejano o próximo, logre reunir lo que la hipótesis 
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El tratadista Silvio Restrepo Otálvaro indicó, “…El Acto Legislativo “concilió” las 
fallidas reformas al régimen contenidas en las Leyes 797 y 860 de 2003 con los 
principios constitucionales y posturas doctrinales frente a los derechos adquiridos, 
las situaciones jurídicas concretas y consolidadas, los derechos ciertos e 
indiscutibles, las expectativas y confianza legítimas, entre otros, tomando el 
constituyente derivado una postura ecléctica acorde con el principio de la 
proporcionalidad: mantener el derecho de transitoriedad de origen legal hasta el 
año 2014; y a su vez aprobando una fórmula intermedia de restringirlo hasta el 31 
de julio de 2010…”20  
 
Se tiene pues que al hablar de derechos adquiridos no se puede restringir solo a 
los que ya han entrado al patrimonio de la persona, pues como ya se indicó quien 
tenga una expectativa y cumpla con los requisitos establecidos en la norma podrá 
ser beneficiario del régimen de transición de que trata el art. 36 de la Ley 100 de 
1993 y adquirir su derecho pensional. 
 
QUINTO: La mesada 14, si bien de entrada lo que se pretende es la eliminación 
de la misma, el Acto Legislativo contempla una salvedad para seguir 
percibiéndola, pues quienes a la entrada en vigencia dicho Acto, esto es el 29 de 
julio de 2005 ya estuviesen pensionados o ya hubiesen reunido todos los 
requisitos necesarios la seguirán recibiendo, sin embargo el parágrafo transitorio 
6º contempla que la persona que cause su derecho pensional antes del 31 de julio 
de 2011 y dicha mesada pensional sea igual o inferior a 3 SMMLV, recibirán 14 
mesadas pensionales al año.  
 
Denótese pues que dicha eliminación no fue fulminante pues contempló unas 
salvedades, o sea que solo para las personas que causen su derecho pensional a 
partir del 29 de julio de 2005 y la misma sea superior a 3 SMMLV al igual que las 
 
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personas que causen su derecho a partir del 31 de julio de 2011, perdieron el 
derecho a percibir la mesada 14. 
 
 
3.2. REGIMEN DE TRANSICIÓN 
 
 
Si bien el régimen de transición hace parte de los puntos estructurales del Acto 
Legislativo 01 de 2005, dicho tema merece una especial profundización pues es 
este régimen de transición el beneficio que ha permitido a muchos Colombianos 
poder pensionarse con requisitos menos severos que los dispuestos en la Ley de 
Seguridad Social vigente (Ley 100 de 1993). 
 
Como ya se dijo el régimen de transición está consagrado en el artículo 36 de la 
Ley 100 de 1993: 
 
“ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión 
de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta 
(60) para los hombres, hasta el año 2014, fecha en la cual la edad se 
incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para 
los hombres. 
 
La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de 
semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al 
momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años 
de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o 
quince (15) o mas años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen 
anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos 
aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las 
disposiciones contenidas en la presente Ley…” 

Significa entonces que para poder hablar de régimen de transición, y sobre todo 
para que se pueda aplicar a una determinada persona, se deben satisfacer o 
cumplir una de dos exigencias determinadas con precisión por el legislador, 
dependiendo uno de ellos de la condición de hombre o de mujer, que es el referido 
a la edad ya que allí sí se presenta cambio o diferencia, toda vez que para los 
hombres se requiere categóricamente que para el día 1º de abril del año de 1994, 
fecha  en que empezó a regir o tener vigencia la Ley 100 de 1993, contara con 40 
años de edad y para las mujeres 35 años de edad, debidamente cumplidos como 
mínimo, es decir, que si le faltaba un solo día para llegar o arribar a esa edad no 
puede decirse que hacía parte del grupo beneficiario de la protección a las 
expectativas de derecho que tenía respecto de la pensión; y previéndose las  
posibles dificultades que tendrían cierto número de trabajadores, se extendió 
entonces ese mismo beneficio, transición, a quienes hubieren superado para esas 
mismas calendas los quince (15) años de servicios o de cotizaciones.  
 
Estas exigencias persiguen como fin, ante el cambio legislativo que se estaba 
dando, el de proteger, garantizar y conservar las posibilidades de aquellas 
personas que ya cumplían, parcialmente, ciertas condiciones determinadas en la 
ley anterior para reconocérseles la pensión de vejez evitando quedar en 
condiciones de inferioridad; potestad que tiene el legislador y así se ejerció; 
permitiendo que las personas amparadas por esta condición especial puedan 
acudir a leyes y decretos que con anterioridad estaban rigiendo el tema pensional, 
bien en el sector privado como en el público. 
 
Así mismo, se debe tener en cuenta que dicho régimen si bien le permite a su 
beneficiario poder pensionarse o jubilarse conforme al régimen anterior a la Ley 
100 de 1993 al cual se encontraran afiliados, este beneficio solo se limita respecto 
de la edad para adquirir el derecho, el tiempo de servicio o número de semanas 
cotizadas y el monto de la pensión de vejez, pues todos las demás condiciones o 
requisitos serán los establecidos en la Ley 100. 


Respecto de los regímenes anteriores se tiene el siguiente cuadro21: 
 
Tabla No 2 Regímenes anteriores 
 

































































































































 Cuadro propio 

Con el Acto Legislativo 01 de 2005, se pone limite al régimen de transición y es 
por ello que el mismo solo tendrá vigencia hasta el 31 de julio de 2010, excepto 
para las personas que estando en dicho régimen y además tengan cotizadas 750 
semana o su equivalente en tiempo de servicios al 29 de julio de 2005, a quienes 
se les mantendrá hasta el año 2014. 
 
Esto quiere decir que el régimen de transición realmente estará vigente hasta el 
año 2014 y de manera excepcional para las personas que cumplan con los 
requisitos atrás señalados. 
 
Al respecto el tratadista Silvio Restrepo Otálvaro hace un pronunciamiento frente a 
este tema, e indica que, “…El impacto que tiene el parágrafo transitorio 4º del Acto 
Legislativo 01 de 2005 frente al régimen de transición contemplado en el artículo 
36 de la Ley 100 de 1993 es negativo, ya que al adelantar la fecha de terminación 
del régimen de transición al 31 de julio de 2010, muchos afiliados que teniendo 
los requisitos del mencionado artículo tenían la expectativa de que al cumplir los 
presupuestos de edad y semanas cotizadas o tiempo de servicios cotizados antes 
del 31 de diciembre de 2014 se les garantizaría las condiciones y proerrogativas 
contentivas en su régimen anterior a la expedición de la Ley 100 de 1993, pero 
vieron truncadas sus expectativas al no cumplir con el requisito adicional del Acto 
Legislativo, esto es, de no acreditar al 29 de julio de 2005 al menos 750 semanas 
o el equivalente en tiempo de servicios…”22  
 
Si bien el Régimen de Transición consagrada una extinción anticipada de un 
derecho que por muchos tiempo ha ayuda a conceder pensiones de vejez a los 
Colombiano, dicha extinción se debe como se expondrá en el próximo capítulo con 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005. 
 
 
El Gobierno Nacional a fin de sustentar el proyecto de Acto Legislativo expuso los 
siguientes motivos23: 
 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 
 
El proyecto de Acto Legislativo que se presenta a consideración del Congreso 
constituye un elemento fundamental del conjunto de medidas que se han venido 
adoptando para hacerle frente a los graves problemas que se presentan en 
materia de financiación del pasivo pensional.  
 
A través de dicho proyecto se introduce como criterio el que debe procurarse la 
sostenibilidad financiera del Sistema de Seguridad Social, asegurando realmente 
la efectividad del derecho a una pensión para todos los colombianos, y conciliando 
el derecho a las pensiones con la necesidad que tiene el Estado de destinar 
recursos para atender sus deberes frente a todos los colombianos en materia de 
salud, educación y otros gastos sociales. Buscando lograr esto también se 
establece que a partir de la vigencia del presente Acto Legislativo el Sistema 
General de Pensiones solo reconocerá trece mesadas al año. 
 
Adicionalmente el presente Acto Legislativo busca asegurar que el sistema 
pensional colombiano sea equitativo para todos los colombianos, para lo cual 
señala que a partir del 2008 los requisitos y beneficios pensionales serán los que 




 Texto extraído de la Gaceta del Congreso No. 385, del viernes 23 de julio de 2004. 

4.1. EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA.  
 
 
Inicialmente la protección de las personas contra los riesgos de vejez o invalidez 
se estructuró como una consecuencia de la relación laboral. Así lo contemplaba el 
Código Sustantivo del Trabajo. 
 
La Constitución Política de 1991 adoptó en materia de seguridad social un modelo 
distinto, pues estableció en su artículo 48 “se garantiza a todos los habitantes el 
derecho irrenunciable a la Seguridad Social” y a tal efecto señaló que “la 
Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará 
bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley”. 
 
De esta manera, el artículo 48 de la Constitución Política previó el régimen de 
seguridad social como un régimen independiente del laboral. De hecho, la 
Constitución de 1991 excluyó de la autonomía de la voluntad privada el derecho a 
la prestación de la seguridad social y consideró esta como un derecho de la 
persona por su simple participación en el cuerpo social, que desborda los límites 
de la relación laboral y que se materializa mediante la prestación de un servicio 
público de carácter obligatorio que el Estado debe dirigir y coordinar, con sujeción 
a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 
 
Así el Sistema de Seguridad Social del cual hace parte el régimen pensional es 
hoy un Sistema que debería en los términos de las normas que lo regulan cubrir a 
todos los habitantes del territorio nacional contra las contingencias que los afectan, 
conforme a los principios de universalidad, progresividad, eficacia, eficiencia y 
solidaridad, y su organización es de reserva del legislador24 
 
24
  La honorable Corte Constitucional se ha ocupado de precisar el objeto y las características del sistema de 
seguridad social, para lo cual ha hecho énfasis en que se trata de un servicio público obligatorio que busca 

• El presente proyecto de acto legislativo es perfectamente armónico con lo que 
dispuso el artículo 48 de la Constitución e introduce dos nuevos criterios, el de 
equidad y el de sostenibilidad financiera del sistema, los cuales es necesario 
incluir por cuanto se dispone de recursos limitados que deben ser distribuidos de 
acuerdo con las necesidades de la población, para lo cual se deben establecer los 
mecanismos que logren su suficiencia con el fin de que realmente se dé la 
efectividad del derecho. 
 
Estos principios, por lo demás, corresponden al espíritu de la Constitución Política. 
En efecto, el propio preámbulo de ella dispone que la misma se adopta para 
asegurar a los integrantes de la Nación, entre otras cosas, la justicia y la igualdad, 
    
cubrir las contingencias que pueden menoscabar la salud y capacidad económica de los habitantes, debe ser 
universal y solidario y su regulación corresponde al legislador. Así por ejemplo en Sentencia C-714-98 
expresó: 
“En múltiples sentencias de constitucionalidad o de tutela1 esta Corporación ha estimado que la seguridad 
social es un servicio público obligatorio prestado en los términos y condiciones establecidos por la ley, cuya 
estructura está conformada por un conjunto de instituciones, normas y procedimientos de que dispone la 
comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento progresivo y sistemático de los 
planes y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para proporcionar la cobertura integral de las 
contingencias, especialmente las que menoscaban la salud y la capacidad económica de los habitantes del 
territorio nacional, con el propósito de lograr el bienestar y la integración en la comunidad. También ha 
sostenido esta Corte que el sistema de seguridad social integral tiene por objeto garantizar los derechos 
irrenunciables de las personas y la comunidad para obtener un mejor vivir acorde con la dignidad humana, 
mediante la protección de las contingencias que los afecten; por lo tanto, el sistema implica el cumplimiento 
y el desarrollo de unos principios como los de universalidad, progresividad, eficacia, eficiencia y 
solidaridad, y comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, las instituciones y los recursos 
destinados a garantizar la cobertura territorial hasta lograr que toda la población acceda al sistema 
mediante mecanismos que, en desarrollo del principio constitucional de solidaridad, permiten que sectores 
con o sin capacidad económica se vinculen al sistema y puedan gozar del otorgamiento de las prestaciones es 
forma integral en materia de salarios y pensiones. En este orden de ideas, el servicio público de la seguridad 
social, a juicio de la Corte, debe prestarse con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad, 
igualdad, unidad y participación en forma progresiva, con el objeto de amparar a la población colombiana; 
en este sentido, el contenido normativo de la ley 100 de 1993 y demás normas complementarias, debe ser 
interpretado, tomando en cuenta este particular marco conceptual. En consecuencia, la organización del 
aparato de la seguridad social integral, cuya dirección, coordinación y control estará a cargo del Estado, 
cuyos objetivos básicos son los de garantizar las prestaciones económicas y de salud a quienes gozan de una 
relación laboral o capacidad económica suficiente para afiliarse al sistema o a los diversos grupos humanos 
de la población subsidiada o garantizar los servicios sociales complementarios; es, en criterio de esta 
Corporación, de reserva del legislador; por lo tanto, los mecanismos de acceso al sistema para la población 
de trabajadores dependientes o independientes, está condicionado por los precisos términos que establezca el 
legislador, mediante el ordenamiento pertinente. 
1 T-056/97 M.P. Dr. Alejandro Barrera Carbonell y C-111/96 M.P. Dr. Fabio Morón Díaz”. 
(Se subraya) 

y garantizar un orden político, económico y social justo. Adicionalmente, el artículo 
2º de la Carta señala como uno de los fines del Estado asegurar la efectividad de 
los derechos, por lo cual los que se otorguen no deben ser meramente teóricos 
sino efectivos en la realidad.  
 
 
4.2. LA LEY 100 Y LOS PROBLEMAS DEL SISTEMA DE PENSIONES  
 
Con la expedición de la Ley 100 de 1993 se buscó darle aplicación a los principios 
constitucionales y solucionar los problemas financieros estructurales que se 
evidenciaban en materia del Sistema Pensional y que eran el resultado de 
decisiones tales como bajas cotizaciones, cuando las había, dispersión de 
regímenes pensionales y beneficios exagerados. Todo esto se agravó por razones 
de tipo demográfico, como es el caso de la disminución en las tasas de natalidad, 
fecundidad y mortalidad, combinadas con aumentos en la esperanza de vida.  
 
La esperanza de vida al nacer pasó de 61 años al inicio de los años setenta, a 70 
años a finales de los años noventa y es posible que aumente a 74 años en el 
2015. Así mismo la esperanza condicional de un adulto que alcanza los 60 años 
supera los 80 años. 
 




De hecho, con anterioridad a la expedición de la Ley 100 de 1993 se estimaba que 
el pago de una pensión duraba en promedio cerca de 15 años, aspecto tenido en 
cuenta para el cálculo de las cotizaciones, mientras que actualmente dicha 
expectativa de pago está en 26 años incluyendo el disfrute de la pensión por parte 
de los beneficiarios, con tendencia a aumentar, con el costo para las finanzas 
públicas que esto significa, dado el tiempo adicional que deben financiarse las 
pensiones ya causadas. 
 
En el caso concreto del ISS, además del efecto del proceso demográfico, el 
desequilibrio financiero se agudizó por cuanto ha habido un proceso de 
maduración del Régimen de Prima Media. Lo anterior significa que la tasa de 
dependencia, definida como la relación entre el número de pensionados y el 
número de afiliados cotizantes, ha experimentado un aumento, porque este 
indicador que era de 2 pensionados por cada 100 afiliados en 1980, llegó a un 
nivel de 10 pensionados por cada 100 afiliados cotizantes en 1993 y a 21 
pensionados por cada 100 afiliados cotizantes en el Régimen de Prima Media en 
el año 2002. 
 
Las medidas tomadas con la Ley 100 de 1993 no fueron suficientes para 
solucionar los grandes desequilibrios que ya en ese momento se presentaban en 
el sistema, como eran el proceso demográfico y la maduración del Régimen de 
Prima Media. A esto se sumó un factor adicional en contra de la estabilidad 
financiera del ISS y del Sistema General, la fase recesiva experimentada por la 
economía colombiana en la segunda mitad del los años noventa y comienzos del 
presente siglo. Los altos niveles de desempleo e informalidad derivados de la 
crisis no han permitido que los afiliados cumplan con el pago de sus aportes y ha 
sido creciente el número de afiliados inactivos en el sistema dual. 
 
A lo anterior se agrega que la Ley 100 de 1993 no cobijó todos los sectores, pues 
no incluyó a los miembros de las Fuerzas Militares, a los servidores afiliados al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y a los trabajadores de 
Ecopetrol. Así mismo, la ley no afectó las convenciones o pactos colectivos 
regularmente celebrados ni impidió que se continuaran celebrando.  
 
De esta manera, el Sistema General de Pensiones, incluyendo el régimen de 
transición, y los regímenes exceptuados en Colombia han venido presentando 
dificultades de financiamiento que se reflejan en elevados déficit operacionales. En 
efecto, el déficit operacional que se muestra en el cuadro que se expone a 
continuación, medido como el desequilibrio entre cotizaciones y beneficios del 
sistema pensional, generó la necesidad de utilizar recursos de las reservas del ISS 
y del Presupuesto General de la Nación equivalentes al 3.3% del PIB en el año 
2000 ($5.1 billones) y de 4.6% del PIB para el año 2004 ($8.2 billones).  
 
Tabla N 4. Balance Operacional de Entidades Públicas pensionales25 
Años 2000 a 2004 (% PIB) 
 
  
2000 2001 2002 2003 2004 Crecimiento promedio 
anual 2000-2004 
Aportes al sistema 1,1 1,1 1,0 1,1 1,1 - 0,0% 
Pagos 4,4 4,8 5,2 5,5 5,7 + 6,7% 




– La muestra no incluye a la totalidad de entidades que pagan pensiones con cargo al Presupuesto 
General de la Nación. 
– En los años 2000, 2001 y 2002 aplicaba lo dispuesto en la Ley 100 de 1993, en el año 2003 
estuvo vigente la Ley 797 de 2003 y desde 2004 también se aplica lo dispuesto en la Ley 860 de 
2003. 
(*) Incluye aportes de la Nación, y del ISS con cargo a sus reservas financieras. 
 
25
 El siguiente cuadro de balance operacional fue presentado en la exposición de motivos de la reforma 
pensional que resultó en la expedición de la Ley 860 de 2003. Las cifras presentadas en Cuadro 2 de la 
presente exposición de motivos tienen variaciones por efecto de recálculos del PIB y ajustes de las cuentas 
fiscales 
	
Tabla No 5. Balance Operacional de Entidades Públicas pensionales en los 
años 2000 y 2002 (Antes de la Ley 797) % del PIB 
 
 





sistema 1,2 1,1 -4,40% 
Pagos 4,6 5,2 6,30% 
Déficit operacional 3,4 4,1 9,80% 
 
Fuente: DNP. 
Notas:– La muestra no incluye a la totalidad de entidades que pagan pensiones con cargo al 
Presupuesto General de la Nación. 
(*) Incluye aportes de la Nación, y del ISS con cargo a sus reservas financieras. 
 
La evolución del déficit operacional por pensiones a mediano y largo plazo se 
refleja en la siguiente gráfica: 
 





Así las cosas, con posterioridad a la Ley 100 de 1993 se produce una situación 
insostenible porque se estaba generando una transferencia intergeneracional de 
pasivos, en la medida en que serían los actuales y futuros contribuyentes, con sus 
aportes de impuestos y de cotizaciones, los que deberían financiar, no solo la 
deuda así causada que corresponde a las pensiones corrientes, sino además su 
propio gasto social y sus propias futuras pensiones. 
 
El déficit operacional en materia de pensiones agravaba la difícil situación 
económica que venía atravesando el país, la cual repercutía negativamente en el 
empleo, en los ingresos tributarios y de cotizaciones. En efecto, para financiar el 
gasto social de pensiones, de acuerdo con las obligaciones constitucionales, 
durante los últimos diez años, la Nación ha utilizado recursos que de otra forma 
hubieran estado destinados a otros fines y objetivos esenciales del Estado. Como 
consecuencia, la Nación ha debido recurrir a un creciente endeudamiento interno y 
externo para financiar entre ellas la creciente inversión social en salud y 
educación.  
 
El déficit operacional por pasivos pensionales de los últimos 12 años, ascendía 
antes de la Ley 797 de 200326 al 30.5% del PIB, es decir que equivalía el 60% de 
la deuda pública total, lo cual era insostenible macroeconómica y fiscalmente. La 
carga sobre la generación actual y las futuras no era consistente con los ingresos 
de las mismas. 
 
El valor de la proyección del déficit pensional de acuerdo con cifras del DNP27 
ascendía antes de la expedición de la Ley 797 al 207% del PIB del 2000, en un 










Fue por estas razones que se propuso por parte del Gobierno reformar el sistema 
pensional y el Congreso aprobó las Leyes 797 y 860 de 200328 con las cuales el 
déficit pensional disminuyó a 170,2% del PIB en el mismo horizonte. 
 
Sin embargo esta cifra no es satisfactoria. A manera de comparación puede verse 
en la siguiente tabla que el nivel de estos pasivos no está lejos de los niveles 
alcanzados en otros países, tanto desarrollados como subdesarrollados, pero es 
superior al de otros países de Latinoamérica: 
 
Tabla No 6. Pasivo Pensional como % del PIB 
 
País Pasivo Pensional 
Italia 242 
Francia 216 





Costa Rica 97 
Filipinas 81 
 
Vale la pena observar que los países con un nivel similar de pasivos al de 
Colombia en materia de pasivos pensionales, son desarrollados o industrializados, 
y por tanto tienen pleno acceso a los mercados financieros internacionales. Cabe 
anotar que si bien el nivel de pasivo en Colombia en términos del PIB29 es similar 
al de Japón, como se explica más adelante, el nivel de cobertura de población en 
edad de pensión con este beneficio en nuestro país es cercano al 23% de las 
personas de 60 o más años, en tanto en ese país asiático el sistema pensional 








de vida más alta del mundo. Es decir que una deuda proporcionalmente parecida 
en términos del PIB está distribuida entre un grupo considerablemente menos 
representativo de habitantes en el caso colombiano. 
 
En el caso de Colombia los pensionados alcanzan un millón de personas, frente a 
4 millones de personas en edad de pensión. Los afiliados alcanzan la cifra de 11,5 
millones de personas, de los cuales solamente son cotizantes activos 5,2 millones 
de personas, frente una población económicamente activa de 20.5 millones de 
personas. Esta diferencia se explica por una fidelidad relativamente baja al 
sistema, debida entre otros a la informalidad que nos caracteriza, a los ciclos 
económicos recesivos y su efecto sobre el empleo.  
 
No obstante, es importante señalar respecto de la cobertura que el número de 
afiliados sí ha aumentado con posterioridad a la Ley 100 de 1993. Esto se debe a 
que esta ley estableció prestaciones económicas para todos los que hubieran 
cotizado alguna vez al sistema. Estas nuevas prestaciones son la devolución de 
saldos y la indemnización sustitutiva, las cuales tienen en cuenta los bonos o 
títulos pensionales para trabajadores que laboraban a la entrada en vigencia de la 
ley en empresas que asumían directamente sus pensiones. Sin embargo, la 
cobertura referente a cotizantes todavía se ve afectada por la falta de fidelidad al 
sistema, como se señaló. No sobra advertir que a partir de 1993 se han 
introducido medidas legales y administrativas para mejorar la fidelidad de 
cotización al sistema, ampliando la cobertura y controlando la evasión. Dentro de 
estas medidas se destacan la obligatoriedad de la afiliación de los contratistas y 
trabajadores independientes (lo cual se logró con la Ley 797 de 2003) y la 
creación y puesta en marcha del sistema de Registro Único de Aportantes 






Desde otro punto de vista hay que tener en cuenta, además, que las pensiones 
reconocidas por el sistema colombiano son comparativamente más generosas que 
en la mayoría de los países industrializados, así como de los de Latinoamérica. Al 
respecto, debe considerarse que mientras en Colombia, el período de cotización 
para acceder a una pensión que sea un promedio del 65% del Ingreso Base de 
Liquidación (IBL) es de 20 años, en Bolivia es de 33 años, en Chile de 35 años, en 
El Salvador es de 49 años y en México es de 34 años. Así mismo, mientras que el 
nivel de las pensiones en nuestro país es, aproximadamente, del 65% del IBL, en 
el resto de países latinoamericanos, es en promedio cercano al 44%. 
 
Para hacer frente a los problemas de sostenibilidad del sistema, se evidenció la 
necesidad de tomar medidas teniendo en cuenta lo sucedido en los últimos años 
en América Latina con los pensionados. La experiencia de países como Argentina 
y Ecuador ilustra cómo el grupo de población correspondiente a los pensionados y 
las personas de menores ingresos es uno de los más afectados al momento de 
una crisis macroeconómica, crisis que en este caso tiene su origen en la 
insolvencia del Estado por el desequilibrio entre ingresos y obligaciones. 
 
Cuando estos países no accedieron al crédito interno o externo tuvieron que tomar 
una serie de medidas como el recorte de gastos, incluidos los de pensiones. A 
manera de ejemplo, en Ecuador las pensiones que estaban entre US$100 y 
US$120 mensuales fueron recortadas a US$15 mensuales, entre otros por el 
efecto de la devaluación. Casos similares de reducción masiva de las pensiones 
se presentaron en países de Europa, con problemas estructurales y 
macroeconómicos, que se encontraban en proceso de transición a una economía 
de mercado, como el caso de los antiguos países del bloque soviético, en donde 
perdieron poder adquisitivo y llegaron en algunos casos a tan solo US$5. 
 
Estas experiencias demuestran que es necesario mantener la sostenibilidad 
respecto de los nuevos afiliados y buscar mecanismos adicionales para financiar 

el déficit que se origina en las prestaciones reconocidas y en curso de 
reconocimiento. El proyecto de Acto Legislativo que se presenta a consideración 
del Congreso de la República pretende reforzar las medidas adoptadas con las 
Leyes 797 y 860 de 2003, señalando como uno de los principios del Sistema, 
procurar su sostenibilidad financiera. 
 
 
4.3. LAS REFORMAS REALIZADAS AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. 
 
 
Para hacer sostenible el Sistema y reducir en alguna proporción los déficit 
esperados, el honorable Congreso de la República aprobó una reforma pensional 
a través de la Ley 797, la cual contempló modificaciones de los requisitos y de los 
beneficios del Sistema General de Pensiones, de manera que se logró una 
disminución del déficit pensional de la Nación del 40% del PIB del año 2000, en un 
horizonte de 50 años, propendiendo por la sostenibilidad de los pagos pensionales 
futuros y por la estabilidad macroeconómica y fiscal del país. Esta ley también 
reformó el régimen de transición. 
 
Ahora bien, la Corte Constitucional declaró inconstitucionales, por vicios de 
trámite, las disposiciones de dicha ley que reformaban el Régimen de Transición. 
El considerable impacto fiscal que tiene el régimen de transición condujo a que el 
Gobierno debiera insistir en la reforma del régimen de transición, pues entre los 
años 2003 y 2004 se presentaría un incremento del 21% en los pagos corrientes 
de pensiones a cargo de la Nación, pasando de $7.1 billones en 2003 a $9.9 
billones en 2004, por efecto del crecimiento vegetativo del número de pensionados 
y, sobre todo, por los mayores aportes del presupuesto que se requieren ante el 
inminente agotamiento de las reservas financieras del ISS, este año31. 
 
31
 Para el año 2004 se le deben transferir al ISS recursos por valor de $1.6 billones aproximadamente, para el 
año 2005 esta cifra asciende a $3.7 billones, y para el año 2006 a cerca de $6 billones 
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Por estas razones el Gobierno Nacional presentó y el Congreso aprobó la Ley 860 
de 2003, con la cual fundamentalmente se modificó el régimen de transición. 
 
Las Leyes 797 y 860 buscaron conciliar el interés público que está envuelto en la 
subsistencia del sistema de seguridad social y la satisfacción del derecho 
irrenunciable a la seguridad social que garantiza la Constitución Política con la 
expectativa que tenían quienes se encontraban en el régimen de transición. 
 
 
4.4. LOS PROBLEMAS QUE SUBSISTEN 
 
 
Si bien las reformas adoptadas contribuyeron a mejorar el balance operacional del 
sistema, no han logrado equilibrarlo totalmente.  
 
El país gasta más en seguridad social que en otros sectores que también 
representan en una u otra forma prioridades constitucionales. 
 
A continuación puede verse la distribución de los recursos del presupuesto de la 
















Tabla No 7. Presupuesto General de la Nación 2004, Resumen Clasificación 




Fuente: Dirección General del Presupuesto Público Nacional32. 
Nota: No incluye servicio de la deuda pública. En pensiones no incluye 0.9 billones de aportes de la 
Nación que se planea adicionar para pagos del pensiones del ISS asegurador. 
(*) Incluye cesantías, atención a la familia y a la niñez, atención a la vejez (Actividades del ICBF y 
el SENA entre otros). 
 
Al examinar la composición funcional del Presupuesto General de la Nación para 
el año 2004, sin incluir servicio de la deuda pública, la categoría de Protección 
Social concentra el 31.7% del total con $15.8 billones, dentro de la cual se destaca 
la importancia del pago de pensiones corrientes, que suma $9.1 billones, que 
equivalen a más del 18.2% del total de ese presupuesto, valor que incluye $0.7 
billones que han sido presupuestados y se requieren para que el ISS pueda 
atender sus obligaciones pensionales en ese año (no incluye la adición proyectada 







A manera de comparación, en el año 1993 los pagos de pensiones fueron de $0.5 
billones que en ese año representaron 5.3% del Presupuesto, lo cual evidencia el 
crecimiento de estas erogaciones con cargo al erario público, que han aumentado 
su participación en más de tres veces en diez años (este escenario incluye los 
efectos de disminución del gasto pensional de la reforma de las Leyes 797 y 860). 
Lo anterior a pesar de que otros gastos como el de transferencias a las entidades 
territoriales (principalmente compuestas por salud y educación) también han 
tenido un crecimiento considerable, pasando de un valor equivalente al 18% del 
presupuesto en 1993, a uno de 28% en el 2004. 
 
Es decir que a los pagos corrientes de las pensiones, corresponde una porción del 
presupuesto que es mayor que el de cada uno de los demás sectores incluidos en 
el presupuesto. Debe resaltarse que con estos recursos, únicamente se atiende 
cerca de medio millón de pensionados (Cuadro siguiente). 
Tabla No 8, Pensionados 2004 por entidad--Número de Personas 
 
 
No están incluidos los pensionados del ISS porque por ahora sólo están presupuestados33 






Por otra parte, debe tenerse en cuenta que con un nivel similar de recursos de 
presupuesto de la Nación con que se pagan pensiones, se financia la educación 
de 8.2 millones de niños en el país, y con los recursos de salud se cofinancia la 
atención de 11.4 millones de afiliados al Régimen Subsidiado, es decir, con 
recursos similares o inferiores se presentan niveles de cobertura mucho mayores 
en el caso de otras actividades en las que debe concurrir la Nación, para su 
funcionamiento, que tienen el carácter de derechos constitucionales, y que tienen 
un efecto importante sobre el futuro desempeño económico y social del país. 
 
Es por ello necesario hacer una reforma que asegure un tratamiento equitativo en 
materia pensional que cobije a todos los colombianos para lo cual se requiere 
forzosamente limitar las posibilidades de modificar convencionalmente las reglas 
pensionales.  
 
Solo en el caso de la fuerza pública, habida cuenta de las características de este 
grupo de servidores públicos y de los riesgos a que sus integrantes están 
sometidos se justifica mantener un régimen especial como sucede en muchos 
países del mundo.  
 
En el aparte 6 se explicará cómo las últimas reformas legales y la presente 
propuesta de reforma constitucional, en lo que se refiere a la mesada adicional, 
equilibran el sistema y lo hacen financieramente sostenible en relación con los 
afiliados que hubieran ingresado a partir de la expedición de la Ley 797; es decir, 
que estas personas no generarán nuevo déficit, de acuerdo con las 
condiciones demográficas actuales. En consecuencia, el déficit a financiar hoy 
del Sistema de Seguridad Social sería el déficit generado por los derechos 
adquiridos y por los que se consoliden en el futuro en virtud del régimen de 
transición, y en una menor medida, por los derechos que se consoliden en cabeza 
de personas en el caso de las cuales se produce un subsidio teniendo en cuenta 
las bajas tasas de cotización existentes antes de la Ley 100 de 1993. 
	
Así las cosas, este proyecto pretende resolver definitivamente el primero de los 
problemas mencionados, es decir mantener la sostenibilidad respecto de los 
nuevos afiliados. Respecto del segundo problema, será necesario adoptar 
medidas fiscales y macroeconómicas complementarias. 
 
 
4.5. EL CONTENIDO DEL ACTO LEGISLATIVO 
 
 




En la medida en que el país ha venido haciendo un esfuerzo considerable por 
sanear el problema pensional, es fundamental establecer mecanismos para evitar 
que en un futuro dicho esfuerzo pueda verse desperdiciado. Por tal razón, se 
propone incluir como principio constitucional el de la sostenibilidad financiera del 
sistema. Lo anterior implica, por consiguiente, que en cualquier regulación futura 
que se haga del régimen pensional se debe preservar su equilibrio financiero, 
evitando por consiguiente situaciones críticas como las que podrían producirse de 
no adoptarse las reformas que han venido siendo estudiadas por el Congreso y el 
presente proyecto de Acto Legislativo. 
 
 
4.5.2. LA ELIMINACIÓN DE REGÍMENES EXCEPTUADOS O ESPECIALES. 
 
Como ya se dijo, las reformas legales mantienen los regímenes de transición y 
más grave aún, no impiden que se celebren pactos o convenciones por los cuales 
se convengan beneficios pensionales muy superiores a los previstos por las leyes 
que regulan el Sistema de Seguridad Social. 

Dicha situación tiene un impacto profundo desde el punto de vista de la equidad, 
de la sostenibilidad del Sistema General de Pensiones, de muchas empresas 
públicas y de la posibilidad para la Nación de atender sus deberes en otras 
materias.  
 
En efecto, no es justo que los colombianos con el pago de impuestos crecientes 
y/o con sus cotizaciones financien el que algunas personas puedan pensionarse 
con edades y tiempos de cotización inferiores. A lo anterior se agrega que las 
personas que pueden pensionarse con edades y tiempos de servicios menores, 
terminan recibiendo pensiones superiores a las del resto de los colombianos, con 
montos mayores a los 25 salarios mínimos que es el tope de pensión que señala 
la ley, sin que en la mayoría de los casos hayan realizado cotización alguna, lo 
que implica cuantiosos subsidios. 
 
Los siguientes ejemplos ilustran los desequilibrios pensionales ocasionados por 
algunas convenciones colectivas, los cuales comprometieron en algunos casos la 





En cuanto a entidades del orden nacional cuya liquidación ha sido ordenada, se 
pueden citar los siguientes casos: 
 
Foncolpuertos: Esta entidad tenía pactada una convención por cada uno de los 
terminales. Dentro de las disposiciones convencionales vale la pena resaltar las 
pensiones especiales a las cuales se podía acceder con 15 años o más de 
servicio oficial y 40 años de edad. Igualmente, se contemplan cerca de 42 factores 






leche y de agua, prima de lluvia, día gris, etc. Por último, se debe destacar que la 
pensión de jubilación se liquidaba con el 80% del promedio de lo devengado el 
último año y que los trabajadores de Foncolpuertos nunca efectuaron cotizaciones 
para pensiones. 
 
Carbocol35: La pensión se otorga con 20 años de servicio y 55 años de edad. Se 
liquida con el 74% de lo devengado en el último año y se contemplan 19 factores 
salariales, tales como: prima de radicación por traslado, de antigüedad, extralegal 
vacaciones, gastos de manutención y alojamiento, entre otros. Además, se paga 
una suma adicional, por una sola vez, a los pensionados por invalidez equivalente 
a 20 smmlv y tiene pensión compartida con el ISS. En esta entidad la mesada 
promedio es de 9.8 Salarios mínimos. 
 
Caja Agraria36: Dentro de las pensiones que se otorgan, existe una a la que se 
accede con 47 años de edad y 20 años de servicio, a quienes al 16 de marzo de 
1992 tuvieran 18 años de servicio. La pensión convencional se liquida con base en 
el 75% de lo devengado en el último año, teniendo en cuenta como factores 
salariales algunos valores variables, como por ejemplo: primas semestrales, 
viáticos devengados durante 180 días o más, sobrerremuneración, etc. En la 
convención, también se dispone el pago, por una sola vez, de un auxilio de 10 
smmlv a los pensionados. Adicionalmente, se contempla una pensión por riesgo 
de salud con 15 años de servicio y a cualquier edad. También comparte pensión 
con el ISS. 
 
Idema37: En la convención se establece una pensión por puntos que consiste, 
para las mujeres, en que se otorga el derecho si se obtiene 67 puntos sumando la 
edad y el tiempo de servicio y para los hombres si se obtiene 72 puntos (deben 








del último año de servicio. La convención también permite pensionarse a cualquier 
edad, si se tiene 28 años de servicio. Esta entidad comparte pensión con el ISS. 
En esta entidad la mesada promedio es de 2.6 salarios mínimos.  
 
En cuanto a las entidades que se encuentran en funcionamiento, podemos citar: 
Ecopetrol38: Además de no cotizar para pensiones, un grupo importante se ha 
acogido al Plan 70, por medio del cual las personas pueden adquirir el derecho a 
la pensión siempre y cuando, la edad más el tiempo de servicio sume 70. Esto 
lleva a que haya casos de pensionados de 45 años con el salario del último año, 
incluidas todas las primas. La pensión promedio de esta empresa es de 6.1 
salarios mínimos. 
 
SENA39: En esta entidad se otorgan pensiones cuando se reúnen los siguientes 
requisitos: 50 años de edad para las mujeres y 55 para los hombres y 20 años de 
servicio. La pensión se liquida teniendo en cuenta el 100% del salario promedio 
del último año. 
 
ISS40: La convención colectiva de esta empresa permite pensionarse a una edad 
inferior en 5 años a la contemplada en Ley 100 de 1993, es decir con 50 años las 
mujeres y 55 años los hombres, con el salario del último año, incluyendo el 100% 
de los factores salariales, y con 20 años de servicio. En esta empresa la pensión 
promedio de los ex funcionarios es de 6.01 salarios mínimos. 
 











Emcali41: Se otorga la pensión con 50 años tanto a los hombres como a las 
mujeres, 20 años de servicio y con el 90% del salario promedio del último año. 
 
Universidad del Atlántico42: En esta Universidad se reconoce la pensión con 20 
años de servicio y a cualquier edad teniendo en cuenta el 100% del mayor salario 
de la categoría del funcionario, sin tope máximo legal y con 15 años de servicio y a 
cualquier edad con el 75% del mayor salario de la categoría del funcionario, sin 
tope máximo legal. Adicionalmente, se reconocían factores salariales extralegales, 
tales como: auxilio de cena, 1/12 de la bonificación de abril, primas de navidad, 
vacaciones y exclusividad, etc. La pensión promedio es de 9.1 salarios mínimos. 
 
Hospitales de la Red Pública de Santander: Las convenciones colectivas de la 
Red Pública de Santander se sujetan en principio a las siguientes reglas: 
 
– Todos los hospitales reconocerán pensión plena de jubilación con 20 años de 
servicio y 55 años de edad para hombres y 50 para mujeres, o con 25 años de 
servicio y 47 años de edad para los hombres y 45 si son mujeres. Sin embargo, se 
presentaban las siguientes excepciones, en los siguientes hospitales: 
 
• Hospital Psiquiátrico San Camilo de Bucaramanga43: 20 años de servicio 
continuos o discontinuos y cualquier edad. 
• Hospital Ramón González Valencia de Bucaramanga: 53 años de edad si son 
hombres o 47 años de edad si son mujeres y hayan laborado 10 años en el 
hospital, si ingresaron antes del 1° de enero de 1978. 
• Hospital San Juan de Dios de Vélez y San Roque de Simácota: 20 años de 
servicio y 50 años de edad (hombres y mujeres). 
• Hospital San Antonio de Puente Nacional: 20 años de servicio y 50 años de edad 









La pensión se paga con el 100% del salario promedio devengado en el último año 
de servicio. Además, la convención colectiva consagra derechos extralegales que 
son factores de salario, entre los cuales se pueden citar: las vacaciones y las 
primas. 
 
– Adicionalmente, existe otra pensión que denominan de vejez, pero en realidad 
es la retiro por vejez, que se reconoce por todos estos hospitales a quienes se 
hayan vinculado antes del 1° de enero de 1986, y cumplan 60 años de edad, sin 
tener el tiempo de servicio exigido por la ley, con el 100% del salario promedio de 
los últimos 12 meses. 
 
– Estos hospitales también pactaron el reconocimiento de una pensión de 
sobrevivientes sin sujetarlo al cumplimiento de ningún requisito. Debe tenerse en 
cuenta que antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, las normas 
pensionales aplicables a los funcionarios públicos contemplaban la pensión de 
sobrevivientes si se cumplía con el tiempo de servicio previsto legalmente. 
– Para las personas que han laborado en la campaña antituberculosa se tiene 
previsto el derecho a que se les reconozca la pensión con 10 años de servicio a 
cualquier edad. 
 
Debe observarse, que las convenciones colectivas además de contemplar 
beneficios adicionales a los legales, que ocasionan graves cargas financieras, han 
servido de base para que se reconozcan pensiones de manera irregular, debido a 




En cuanto a las entidades privadas también se presentan casos en los que los 
beneficios pensionales por efecto de acuerdos y convenciones colectivas han 
ocasionado fuertes cargas financieras, que han llegado a comprometer la 

existencia de las empresas. Se pueden citar como ejemplos: la industria textilera y 
de cementos. 
 
Es por todo lo anterior que el proyecto de Acto Legislativo establece que todas las 
personas están sujetas a los mismos requisitos y beneficios en materia pensional 
y que las pensiones obligatorias no podrán ser superiores a 25 salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. Es claro que ello no impide que una persona reciba 
una pensión mayor que provenga de sus aportes voluntarios. 
 
 
4.5.3. LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y EL RÉGIMEN PENSIONAL. 
 
 
Como ya se dijo, el artículo 48 de la Constitución Política estableció que la 
seguridad social se prestaría con arreglo a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. Bajo estos principios la Ley 100 de 1993 organizó el 
Sistema General de Pensiones. Para lograr una armonía en materia pensional, la 
Ley 100 de 1993 al desarrollar el precepto constitucional, previó claramente el 
respeto de los derechos adquiridos “conforme a disposiciones normativas 
anteriores, pacto o convención colectiva de trabajo”, pero igualmente dejó claro 
que ello era “sin perjuicio del derecho de denuncia que les asiste a las partes y 
que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes”. Lo anterior 
con el claro propósito que las convenciones y pactos colectivos se ajustarán a lo 
dispuesto en la Ley 100 de 1993 y al hecho de que la pensión ya no puede 
considerarse simplemente una consecuencia de una relación laboral sino una 
prestación derivada del régimen de seguridad social organizado por el legislador. 
 
Sin embargo, dado que la Constitución Política garantiza el derecho a la 
negociación colectiva, con las excepciones previstas en la ley, no se ha podido 
lograr el propósito de la Ley 100, expresado en su artículo 11, pues aún existe la 

posibilidad de continuar estableciendo reglas particulares en materias pensionales, 
por lo cual y a pesar de que la Corte Suprema de Justicia ha afirmado 
reiteradamente que los beneficios pensionales deben armonizarse con la Ley 100 
de 1993, no solamente no se han armonizado las convenciones colectivas con la 
ley, sino que se siguen suscribiendo convenios en los que las entidades se obligan 
a asumir directamente nuevas obligaciones pensionales, privilegiando a ciertos 
servidores y rompiendo la igualdad que quiso el Constituyente imprimirle al 
régimen de seguridad social. 
 
En efecto, la universalidad del régimen de seguridad social, según la Corte 
Constitucional presupone la garantía de la protección para todas las personas, sin 
ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y esa garantía sin 
discriminación solamente puede ofrecerla un sistema unificado que no pueda ser 
variado por voluntad de un sector de sus titulares. 
 
Por lo anterior, y con el fin de lograr el propósito que inspira el artículo 48 de la 
Constitución Política es necesario establecer claramente que el régimen pensional 
no se encuentra dentro del ámbito de la negociación colectiva. 
 
Lo anterior es además particularmente imperioso si se tienen en cuenta no solo los 
principios que deben regir el sistema de seguridad social sino también las 
consecuencias económicas de la situación actual. 
 
En efecto, uno de los elementos fundamentales para el diseño, implementación y 
desarrollo de un sistema pensional lo constituyen sus soportes económicos y 
financieros. Desde este punto de vista los regímenes pensionales de origen 
convencional han representado, y si no se corrige la situación actual continuarán 
haciéndolo, un considerable esfuerzo para las finanzas públicas y privadas para el 
desarrollo y crecimiento de la economía. 
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De hecho, se están destinando a financiar regímenes pensionales especiales 
cuantiosos recursos que podrían dirigirse a ampliar la cobertura del sistema 
general de seguridad social y a incrementar la inversión social o a generar mayor 
desarrollo del país. 
 
No sobra señalar que en el caso del sector público dichos regímenes 
convencionales se han creado muchas veces sin cuantificar su efecto final, de tal 
manera que se han creado regímenes inequitativos que a la postre han puesto en 
peligro la existencia misma de las respectivas empresas. El sector privado no es 
ajeno a esta situación. De hecho se evidencia hoy cómo muchas empresas de ese 
sector se han visto afectadas para continuar operando por efecto del costo que 
para ellas representa su pasivo pensional. 
 
Las razones anteriores justifican claramente la necesidad de establecer que la 
negociación colectiva no debe incluir el régimen pensional. 
 
 
4. 5.3.1. El derecho a la negociación colectiva y sus limitaciones 
 
 
El artículo 55 de la Constitución Política44 prevé que “se garantiza el derecho de 
negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones 
que señale la ley”. 
 
Desde este punto de vista podría sostenerse que una ley podría determinar el 
alcance del derecho de negociación colectiva y excluir del ámbito del mismo el 
régimen pensional. Sin embargo, el examen de la jurisprudencia de la honorable 






En efecto, si bien en un principio la honorable Corte Constitucional fue 
relativamente amplia acerca de la posibilidad de establecer límites al derecho a la 
negociación colectiva en razón del interés público, en los últimos años ha sido más 
restrictiva. 
 
En primer lugar, en Sentencia C-112-9345 la honorable Corte Constitucional 
admitió la posibilidad de establecer límites a la negociación colectiva, siempre que 
los mismos fueran razonables y de este modo se evitara que se pusieran en 
peligro las entidades estatales. En particular, la honorable Corte Constitucional 
consideró que las convenciones no pueden conducir “al aniquilamiento de la 
empresa, a su quiebra, deterioro o improductividad, y que tampoco los entes 
estatales puedan constitucionalmente conceder salarios, prestaciones o 
prebendas irrisorias, al margen de la realidad social”. 
 
En Sentencia C-408 de 199446, la honorable Corte Constitucional declaró 
exequible el artículo 242 de la Ley 100 de 1993, el cual contemplaba “A partir de la 
vigencia de la presente ley no podrán reconocerse ni pactarse para los nuevos 
servidores del sector salud, retroactividad en el régimen de cesantía a ellos 
aplicable”. De este modo la honorable Corte Constitucional consideró exequible 
una restricción legislativa a la negociación colectiva en una determinada materia 
que consideró de resorte del legislador, a pesar de que el Procurador General 
consideraba que era inconstitucional porque no se podía desconocer el derecho a 
la negociación colectiva. 
 
Posteriormente, en Sentencia C-408 de 1994, la honorable Corte Constitucional 
reiteró que la Constitución Política permite excepciones razonables a la 







Constitucional en fallos anteriores se ha restringido en pronunciamientos 
posteriores. 
 
Así en Sentencia C-1504-200047 la honorable Corte Constitucional consideró 
inconstitucional una ley que había impuesto un límite a la negociación colectiva48. 
Posteriormente en Sentencia C-1187-200049, expresó que la Constitución, no 
establece límites de carácter temporal para la celebración de la negociación 
colectiva, ni tampoco ordena que la vigencia de la misma tan solo lo sea por una 
anualidad, razón esta por la cual si la ley opta por restringir en el tiempo la 
duración de una convención colectiva o de un pacto colectivo, resulta contraria a la 





 Expresó la Corte: 2.7. Adicionalmente, se observa por la Corte que el artículo 55 de la Carta consagra el 
derecho a la negociación colectiva para la regulación de las relaciones laborales, con las excepciones que 
señale la ley, norma superior que en la medida en que el artículo 13 inciso final de la Ley 547 de 1999 impone 
a las entidades descentralizadas y los entes autónomos acordar aumentos salariales de los trabajadores 
oficiales dentro de los límites de la Ley 4ª de 1992“, resulta quebrantada por esta, pues, con antelación, 
impone limitaciones que se oponen a lo que libremente pueda acordarse en el curso de una negociación 
colectiva con aquellos trabajadores; e igualmente, deja sin efecto el Convenio 151 de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), “sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para 
determinar las condiciones de empleo en la administración pública”, el cual fue aprobado por el Congreso de 
la República mediante la Ley 411 de 1997, respecto de cuya constitucionalidad ya se pronunció esta Corte en 
Sentencia C-377 de 27 de julio de 1998 (Magistrado Ponente, doctor Alejandro Martínez Caballero), 
convenio que por Ministerio de la Constitución hace parte de la legislación interna de Colombia, a tenor de lo 




 “ 2. Conforme al artículo 55 de la C.P. se garantiza el derecho a la negociación colectiva para regular las 
relaciones laborales. 
“En el ejercicio de este derecho, empleadores y empleados culminan su actividad con la celebración de 
convenciones colectivas de trabajo, cuando existe sindicato, o de pactos colectivos con grupos de trabajadores 
en el caso contrario.”  
3. La Constitución, en el artículo 55 ya mencionado, no establece límites de carácter temporal para la 
celebración de la negociación colectiva, ni tampoco ordena que la vigencia de la misma tan solo lo sea por 
una anualidad, razón esta por la cual si la ley opta por restringir en el tiempo la duración de una convención 
colectiva o de un pacto colectivo, resulta contraria a la Carta Política.” 
4. Eso es justamente lo que ocurre con el artículo 13 de la Ley 549 de 1999, pues si no se llegare a obtener la 
autorización previa de la Asamblea Departamental o del Concejo Municipal para la celebración de pactos o 
convenciones colectivas con las entidades territoriales o sus descentralizadas, la consecuencia sería que el 
pacto o convención no podría exceder de un año. Es decir, que, en el fondo, lo que la norma cuya 
constitucionalidad se examina dispone es una limitación de carácter temporal a la vigencia de tal negociación 
entre empleadores y trabajadores, sin que para el efecto exista ningún soporte constitucional que así lo 
justifique, máxime si se tiene en cuenta que lo que se convenga al culminar el proceso propio de la 
negociación colectiva en materia salarial, siempre tendrá efectos no solo para el año inmediatamente siguiente 
sino durante el tiempo que duren vinculados los trabajadores con el empleador respectivo, pues, de ser así, 
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En esta sentencia la honorable Corte Constitucional consideró inconstitucional una 
limitación que consistía básicamente en obtener una autorización de las 
corporaciones de elección popular para efectos de la negociación colectiva con el 
fin de asegurar su viabilidad financiera. 
 
Como conclusión de lo anterior se desprende que si bien inicialmente la honorable 
Corte Constitucional adoptó una posición relativamente amplia en materia de 
límites a la negociación colectiva, posteriormente adoptó posiciones más 
restrictivas, por lo cual no es claro que constitucionalmente sea posible limitar el 
derecho a la negociación colectiva de beneficios pensionales a través de una ley.  
 
Dado lo anterior, deben precisarse las normas constitucionales, estableciendo que 
no podrán celebrarse pactos o convenciones colectivas en materia pensional.  
 
Lo anterior se funda, como ya se dijo, en el hecho de que la Constitución Política 
consagró el derecho a la seguridad social como un derecho irrenunciable el cual 
se sujeta a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Dicho derecho 
fue desarrollado por la Ley 100 de 1993 estableciendo un sistema que está 
destinado a cubrir a todos los habitantes, y en esta medida los principios de la 
negociación colectiva, que se fundan en una negociación particular de las 
condiciones de trabajo en una empresa, deben subordinarse a los principios de 
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cada año habría entonces que renegociar de nuevo todos los salarios, lo que resultaría altamente perturbador 
para el des arrollo de las pacíficas relaciones que han de presidir la actividad económica laboral, dentro del 
marco de la recíproca deferencia y el mutuo respeto 

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4.5.3.2. La restricción a la negociación colectiva y los convenios de la OIT 
 
 
Finalmente es necesario examinar si el proyecto de Acto Legislativo implica el 
desconocimiento de los compromisos internacionales de Colombia. 
 
Para poder apreciar la viabilidad constitucional del proyecto de acto legislativo que 
se presenta, así como su perfecta validez a la luz de los convenios de la OIT, es 
preciso analizar si estos Convenios, que han sido aprobados por Colombia y 
forman parte del bloque de constitucionalidad, prohíben o impiden establecer la 
imposibilidad de negociar colectivamente el régimen obligatorio de pensiones 
establecido en la ley.  
 
Los convenios que se deben analizar son el 87 y el 98 aprobados por la 
Conferencia de San Francisco en el año 1948. 
 
El Convenio 8751 establece una protección especial, para que los ciudadanos se 
asocien sindicalmente y contiene una serie de normas generales para que los 
Estados protejan ese derecho de asociación sindical. Ninguna de las normas que 
se refieren a la materia anotada, constituye un impedimento para que a través de 
un acto legislativo se pueda incluir en la Constitución Colombiana una limitación a 
negociar colectivamente el régimen obligatorio de pensiones. Ese acto no estaría 
vulnerando o atentando contra el derecho de asociación sindical, el cual podría 
desarrollarse dentro de los cauces normales y con la protección del Estado. Es de 
anotar que lo establecido en el artículo 39 de la Constitución Política y el 
desarrollo de la jurisprudencia constitucional a través de la acción de reintegro de 






sindical, a través de la acción de tutela, son medios idóneos para desarrollar 
armónicamente la asociación sindical en Colombia. 
 
El Convenio 9852 relativo a la aplicación de los principios del derecho de 
sindicación y de negociación colectiva, el cual también fue adoptado por la 
legislación ordinaria colombiana a través de las  Leyes 26 y 27 de 1976, tampoco 
presenta disposición alguna relativa a la negociación colectiva que no permita 
limitar el campo de esa negociación colectiva en la Constitución Política de la 
República de Colombia, al régimen obligatorio de pensiones establecido en la ley. 
En efecto, el artículo 40 que es el que se refiere específicamente a la negociación 
colectiva, señala que deberán adoptarse medidas idénticas a las condiciones 
mismas, cuando ello sea necesario, para estimular y fomentar entre los 
empleadores y las organizaciones de empleadores por una parte y las 
organizaciones de trabajadores por otra, el pleno desarrollo y uso de 
procedimientos de negociación voluntaria, con objeto de reglamentar por medio de 
contratos colectivos las condiciones de empleo. Esta norma indudablemente está 
dejando en libertad a los Estados que han adoptado el Convenio, para limitar el 
campo de la negociación colectiva cuando se afectan regímenes obligatorios como 
el de pensiones, que permitan crear excepciones que afecten en forma importante 
el presupuesto nacional y la igualdad de los trabajadores, en un campo tan 
importante como es el de las jubilaciones. 
 
Como conclusión debe señalarse que ninguno de los dos Convenios que protegen 
el derecho de asociación sindical y la negociación colectiva, podrían ser obstáculo 
para establecer en la Constitución, a través de un acto legislativo, la limitación de 








4.5.4 LA ELIMINACIÓN DE LA DECIMOCUARTA MESADA PENSIONAL. 
 
 
Debe recordarse que esta mesada adicional fue creada por la Ley 100 de 1993 
para compensar la falta de ajuste de las pensiones reconocidas con anterioridad a 
1988, es decir para compensar su pérdida de poder adquisitivo, y fue extendida a 
todas las demás pensiones por una decisión de la Corte Constitucional (Sentencia 
C- 489/94), generando un desequilibrio adicional en la financiación de los pasivos 
pensionales. 
 
Dado el origen de esta mesada, no es razonable que la misma deba pagarse a los 
nuevos pensionados, cuyas pensiones se liquidan con base en lo dispuesto por la 
Ley 100 de 1993 y normas que la han modificado y no se ven expuestas a pérdida 
de poder adquisitivo. Es por ello que se propone su eliminación. 
 
El costo anual de esta mesada adicional asciende hoy a $1.1 billones. Sin 
embargo, debe aclararse que este costo no se va a reducir en la medida en que se 
seguirá pagando esta mesada a los actuales pensionados, pero dejará de 
incrementarse a futuro por efecto del presente Acto Legislativo. De acuerdo con 
las actuales proyecciones su eliminación reducirá el déficit operacional acumulado 
en 12.9% del PIB, entre los años 2004 y 2050. 
 
 
4.5.5 LA TRANSICIÓN DE LA REFORMA PENSIONAL. 
 
 
En todo caso, siguiendo los principios que se han venido estableciendo en materia 
constitucional, al hacer la reforma debe procurarse conciliar el interés general que 
impone hacer la reforma, con la situación de las personas que se encuentren en 
una situación próxima a la pensión. 

Si bien no existe un derecho adquirido mientras no se hayan cumplido los 
supuestos previstos en la norma que otorga el derecho, y por ello no se puede 
hablar de un derecho adquirido a un régimen pensional, también es cierto que 
cuando se realizan reformas debe tomarse en consideración la situación de las 
personas que están próximas a adquirir el derecho, y en la medida de lo posible 
establecer un tránsito normativo de tal manera que sus legítimas expectativas se 
tomen en cuenta. 
 
Es por ello que el proyecto de Acto Legislativo mantiene los regímenes legales 
vigentes especiales hasta el año 2007. Igualmente se mantienen las convenciones 
y pactos colectivos celebrados hasta la fecha prevista para su extinción, y máximo 
hasta el año 2007. 
 
En el caso del Presidente, el Gobierno considera conveniente eliminar de manera 
inmediata su régimen especial con el fin de que el mismo quede sujeto a la suerte 
de todos los colombianos. 
 
 
4.5. 6. EL EFECTO FISCAL DE LAS MEDIDAS PROPUESTAS. 
 
 
4.5.6.1. Efectos Macroeconómicos. 
 
 
El efecto fiscal de las medidas propuestas se observa en el Gráfico 2, en el cual se 
puede apreciar cómo las Leyes 797 y 860 mejoraron el balance operacional y 
cómo se mejora aún más con lo que se señala en el presente acto legislativo 
(mesada adicional y eliminación de regímenes especiales, exceptuados y 
establecidos por convenciones colectivas) 
 

Gráfica 2. Escenarios de la Deuda Pensional-Balance operacional – 




En la gráfica anterior se presenta la evolución del balance operacional pensional 
de la Nación cuando aplicaba la Ley 100 de 1993 (línea gruesa interrumpida), 
cuyos déficit fueron disminuidos de manera importante con la reforma pensional 
introducida por las Leyes 797 y 860 (línea gruesa continua). Con la propuesta del 




4.5. 6.2 Efectos Individuales. 
 
 
En la Gráfica 3 se muestra el nivel del subsidio que reciben las pensiones del 
Régimen de Prima Media del ISS de acuerdo con las condiciones establecidas por 
la Ley 100 de 1993, las Leyes 797 y 860 de 2003 y el proyecto de Acto Legislativo, 
así como del Régimen de Transición de la Ley 100 de 1993. Adicionalmente se 
muestra en cada caso el efecto del subsidio de Garantía de Pensión Mínima 

(GPM), el cual se otorga por cuanto el valor de una pensión no puede estar por 
debajo del salario mínimo. 
 




Como puede verse, el subsidio a las pensiones otorgadas por el  ISS es mayor en 
el caso del régimen de transición de la Ley 100 de 1993 (las dos columnas a la 
izquierda del gráfico). En ese régimen el nivel de subsidio de cada pensión llegaba 
al 76% para pensiones sin GPM53 y a 89% para pensiones beneficiarias de dicha 
garantía. Según lo dispuesto por la ley 860 de 2003 este régimen seguirá vigente 
hasta el año 2007, de manera que este elevado nivel de subsidios seguirá 
cobijando a la mayoría de las pensiones reconocidas por el ISS hasta ese año. 
 
El régimen de transición de la Ley 100 de 1993 otorgaba pensiones con una tasa 
de reemplazo de 45% del Ingreso Base de Liquidación (IBL) si el afiliado había 
cotizado 500 semanas, y había cumplido la edad mínima de 55 años en el caso de 
mujeres o 60 años en el caso de hombres. Por cada 50 semanas adicionales 
 
53
 74% para hombres, 78% para mujeres. Esta diferencia por género se debe principalmente a que en el caso 
de las mujeres la edad de jubilación es 5 años menor y la expectativa de vida es mayor. 

aumentaba 3% la tasa de remplazo o monto de la pensión, de manera que si el 
afiliado completaba 1.250 semanas tenía derecho al 90% del IBL. 
 
El Régimen General de la Ley 100 de 1993 disminuyó este desequilibrio entre 
requisitos y beneficios, aunque persistieron subsidios promedio que alcanzaban 
43% sin GPM y 63% cuando se debía otorgar GPM. Con lo establecido por las 
Leyes 797 y 860 de 2003 el subsidio se redujo para las personas a las que se les 
aplica el Régimen General a 7% y 39% respectivamente. 
 
Finalmente, con las condiciones propuestas en el proyecto de Acto legislativo, 
desaparece el subsidio para quienes se pensionen habiéndose afiliado a partir de 
la expedición de la Ley 797 de 2003 tal como se señaló con anterioridad, siempre 
y cuando no se requiera otorgar el subsidio de GPM, el cual disminuirá a un 35% 
de aprobarse el presente Acto Legislativo. 
 
De los honorables Congresistas: 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público. 
Alberto Carrasquilla Barrera, 
El Ministro de la Protección Social, 
Diego Palacio Betancourt. 
 
CAMARA DE REPRESENTANTES 
SECRETARIA GENERAL 
 
El día 20 de julio del año 2004 ha sido presentado en este Despacho el Proyecto 
de Acto Legislativo número 34 con su correspondiente exposición de motivos, por 
Alberto Carrasquilla, Minhacienda; Diego Palacio, Minprotección Social. 
 
El Secretario General, 




BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
Respecto al tema objeto de estudio, esto es el Acto Legislativo 01 de 2005, por 
medio del cual se modificó el artículo 48 de la Carta Política, se tiene que al versar 
sobre temas inherentes a la seguridad social y el derecho sindical, se hace 
necesario traer a colación todos aquellas normas de derecho internacional 
relacionadas con derechos humanos, convenios y tratados ratificados por 
Colombia y que hacen parte del bloque de constitucionalidad por mandato expreso 
del artículo 93 Constitucional. 
 
Al respecto tenemos los siguientes: 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos54 en sus artículos 22 y 23, 
protege el derecho a la seguridad social y a la asociación sindical: 
 
“…Artículo 22 
Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la 
seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la 
cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los 
recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos 
económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al 
libre desarrollo de su personalidad.  
Artículo 23 
1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su 
trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la 
protección contra el desempleo.  
2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual 
salario por trabajo igual.  
3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración 





existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, 
en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección 
social.  
4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse 
para la defensa de sus intereses…”  
 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos55 en su artículo 22 ampara 
el derecho de asociación sindical 
 
“…Artículo 22.  
Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, 
incluso el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la 
protección de sus intereses. 
 El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad 
democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad 
pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás. El presente 
artículo no impedirá la imposición de restricciones legales al ejercicio 
de tal derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas 
y de la policía. 
Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes 
en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 
1948, relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de 
sindicación, a adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar 
las garantías previstas en él ni a aplicar la ley de tal manera que 
pueda menoscabar esas garantías…” 
 
La Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el 






“…2. Declara que todos los Miembros, aun cuando no hayan 
ratificado los convenios aludidos, tienen un compromiso que se 
deriva de su mera pertenencia a la Organización de respetar, 
promover y hacer realidad, de buena fe y de conformidad con la 
Constitución, los principios relativos a los derechos fundamentales 
que son objeto de esos convenios, es decir:  
a) la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento 
efectivo del derecho de negociación colectiva;…”  
 
A través del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales56, 
se ampara los derechos a asociación sindical y a la seguridad social. 
 
“…Artículo 8  
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
garantizar:  
a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de 
su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la 
organización correspondiente, para promover y proteger sus 
intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras 
restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley 
y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la 
seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los 
derechos y libertades ajenos;  
b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o 
confederaciones nacionales y el de éstas a fundar organizaciones 
sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas;  
c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras 
limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en 
una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del 







d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de 
cada país.  
2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el 
ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas 
armadas, de la policía o de la administración del Estado.  
3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados 
Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo 
de 1948 relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de 
sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las 
garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que 
menoscabe dichas garantías.” 
 
“Artículo 9  
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de 
toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social.” 
 
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 
también ampara los derechos a la seguridad social y derecho 
sindical. 
 
“…Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social 
que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la 
vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa 
ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener 
los medios de subsistencia.” 
 
“…Artículo XXII. Toda persona tiene el derecho de asociarse con 
otras para promover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de 
orden político, económico, religioso, social, cultural, profesional, 
sindical o de cualquier otro orden.” 
 

La Convención Americana de Derechos Humanos57 (también llamada 
Pacto de San José), protege el derecho de asociación: 
 
“…Artículo 16.  Libertad de Asociación  
 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con 
fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, 
sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole.  
 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una 
sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás.  
 3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de 
restricciones legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de 
asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía.”  
 
Todas estas disposiciones internacionales, fueron ratificadas por Colombia y por 
contemplar una protección a los Derechos Fundamentales hacen parte del bloque 
de constitucionalidad. 
 
Así mismo, se tiene que el CONVENIO 87 de la OIT ratificado por la Ley 26 de 
1976, se refiere a la libertad sindical y protección del derecho de sindicación, y el 
CONVENIO 98 de la OIT ratificado por la Ley 27 de 1976 el cual se refiere a la 
sindicación y negociación colectiva; estos también hacen parte del Bloque de 
Constitucionalidad, al respecto la Corte Constitucional se ha pronunciado y les ha 
dado tal garantía, a través de las providencias T-568 de 1999, SU-995 de 1999, C-
567 de 2000, C-797 de 2000, C-1491 de 2000, T-1301 de 2001, C-551 de 2003 y 







Respeto del Acto Legislativo 01 de 2005, el mismo ya ha sido demandado en 
varias ocasiones ante la Corte Constitucional respecto de la violación directa de 
tratados internacional, demandas que fueron resueltas mediante las sentencias C-
182 de 2006, C-472 de 2006, C-740 de 2006, C-986 de 2006 y C-153 de 2007, y 
en las cuales la Corte se declaró inhibida para proferir un fallo por ineptitud 
















Después de hecho el presente análisis sobre la implementación del Acto 
Legislativo 01 de 2005 por medio del cual se adicionó el art. 48 de la Carta Política 
y en especial los motivos expuestos por el Gobierno Nacional a fin de justificar la 
reforma dada, con fundamento en la sostenibilidad del sistema, es procedente 
concluir que el mismo si cumple con el fin impuesto, pues al regular el sistema 
pensional de la manera en que lo hizo, si bien no pone fin al déficit económico que 
se está padeciendo, por lo menos reduce en un poco la carga pensional que debe 
asumir la Nación, pues no más la composición del Presupuesto General de la 
Nación para el año 2011 indica que se tenía presupuestado para el pago de 
pensiones la suma de $22.874 billones de pesos y para el año 2012 la suma de 
$24.983 billones de pesos, esto es 3.8% del PIB58, véase pues que es necesario 
inclusive ahora seguir regulando el sistema pensional a fin de que la sostenibilidad 
del sistema le permita a las generaciones futuras poder aspirar a una pensión que 
les permita afrontar su vejez de manera digna y estable económicamente, ya que 
en ultimas el déficit pensional realmente no es pagado por el Gobierno Nacional 
como tal, sino por todos los Colombiano y en especial por los futuros pensionados. 
 
Y en un país como Colombia en donde la seguridad social es un servicio público 
de carácter obligatorio59, es obligación del Estado intervenir a fin de poder 
garantizar el acceso a todos los Colombianos al sistema que integra la seguridad 
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